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a falta de competencia en México es un pro-
blema que impide el buen funcionamiento de 
nuestra economía y afecta el bienestar de los 
mexicanos. Uno de los factores que influencian 
este problema es el de la excesiva e inadecua-
da regulación. Para resolverlo, se requiere una 
política enfocada en mejorar la calidad regula-
toria y monitorear sus resultados. Sin embar-
go, el enfoque que las autoridades han dado 
a la mejora regulatoria en los últimos años ha 
consistido en disminuir costos regulatorios me-
diante una simplificación administrativa. Esta 
visión simplista no genera las herramientas 
necesarias para superar los retos regulatorios 
a los que nos enfrentamos en la actualidad. 
Por ello, proponemos una serie de medidas 
que tendría que adoptar la próxima adminis-
tración para revertir el rumbo de esta política 
hacia una enfocada en calidad y resultados re-
gulatorios. Nuestras propuestas buscan crear 
mecanismos de control que van desde el dise-
ño e implementación de la regulación hasta la 
verificación de sus resultados.
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INTRODUCCIÓN
La falta de competencia económica en diferentes mercados de nues-
tra economía es un problema que no puede ser pasado por alto en las 
próximas elecciones. Esta falta de competencia se traduce en sobre-
precios de diferentes productos que afectan el bolsillo de los mexica-
nos y, de manera especial, el de los más vulnerables. Propuestas de 
cómo resolver este problema deben estar en las agendas de desarro-
llo económico de los candidatos. 

RESUMEN
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En este trabajo presentamos cómo la falta de competencia que existe 
tanto en mercados regulados en el ámbito federal, como en diferentes 
actividades y servicios en el ámbito local, impide el buen funciona-
miento de la economía nacional y afecta el bienestar de los mexica-
nos. Dentro de los factores que influencian este problema se encuen-
tran los diferentes regímenes regulatorios que se crean tanto a nivel 
federal como a nivel local que no logran intensificar la competencia, 
sino por el contrario, muchas veces representan su principal barrera. 
En ese sentido, el reto es crear un ambiente regulatorio que sea pro-
picio para la competencia y la innovación y que a su vez detone en un 
mayor bienestar social.

Después de más de 25 años de que se implementaran las primeras 
reformas liberalizadoras en diferentes sectores de nuestra econo-
mía, existen muchos cuestionamientos en torno a si los beneficios 
prometidos han permeado en la sociedad. El desempeño de órganos 
reguladores y de las demás autoridades encargadas de implementar 
la política regulatoria y de competencia en los diferentes niveles de 
gobierno es fundamental para lograr un desarrollo sustentable. 

En México Evalúa creemos que la política regulatoria debe buscar fo-
mentar la productividad e incentivar la innovación a través de la com-
petencia, con un enfoque en el beneficio del consumidor y el bienes-
tar social. Por estas razones proponemos algunas acciones que tienen 
el potencial de mejorar al sistema regulatorio en su conjunto para 
cumplir con estos objetivos de política pública. 

Las propuestas buscan fortalecer la gobernanza regulatoria a través 
de mecanismos externos de rendición de cuentas para autoridades 
reguladoras tanto a nivel federal como local, que permitan mejorar 
su desempeño, así como la calidad de la regulación que emiten. 
Cabe recalcar que estas propuestas tienen su base en las mejores 
prácticas internacionales, en la experiencia empírica de otros paí-
ses, así como en principios de gobernanza de autoridades regulado-
ras a nivel internacional.
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CONTEXTO 
Hoy en día, existe una falta de competencia económica en los merca-
dos al interior del territorio mexicano que ha impedido el buen fun-
cionamiento del modelo económico que adoptamos desde hace más 
de 25 años. Esta situación se ha traducido en una falta de crecimiento 
económico y un estancamiento en los niveles de productividad e in-
novación. Prueba de esto es que en los últimos 15 años nuestra eco-
nomía ha crecido, en promedio, 2.2% cada año, mientras nuestra pro-
ductividad ha crecido apenas 0.2% por año (Cadena, Remes, Grosman 
y De Oliveira, 2017). 

Existe un gran contraste entre la posición internacional de México y su 
situación interna. Además de impulsar el intercambio de productos y 
la entrada de inversiones extranjeras al mercado nacional, la adopción 
de tratados comerciales, como por ejemplo el Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte (TLCAN), ha conferido a la política económica 
del país un sello de seguridad y certeza (Canovas, 2014). Consecuencia 
de esto es que México se ha convertido en un actor global competitivo 
y en uno de los 15 principales exportadores del mundo, con exporta-
ciones por un valor que alcanzó los 400 mil millones de dólares en 2017 
(ProMéxico, 2018). No obstante, al interior del país, tanto a nivel fede-
ral como a nivel estatal y municipal, existen pocos ejemplos de cómo 
la liberalización de los mercados ha generado condiciones adecuadas 
para que surja una competencia efectiva y que esta apertura beneficie, 
a fin de cuentas, al consumidor y a la población en general105. 

De acuerdo al Reporte de Competitividad Global del World Economic 
Forum (WEF, 2017), México ocupa el lugar 90 de 137 países en el in-
dicador de extensión del grado de dominancia del mercado, lo que 
implica que se perciben muchos sectores en los que existen empre-
sas con poder de mercado y por tanto los precios son más altos que 
los que podrían existir en condiciones de competencia. Esta falta de 

105 Como explica Luis Rubio (2017), ante la ausencia de instituciones en México, el TLC fue la respuesta para dar 
certidumbre y atraer inversiones. Pero si bien resolvió el problema para inversionistas, el resto de los mexicanos 
no goza de las mismas fuentes de seguridad y certidumbre.
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competencia en los mercados es uno de los factores por los que te-
nemos precios altos y poca diversidad de productos. Esta situación 
termina afectando a los consumidores y sobre todo a los más vulne-
rables, quienes destinan un mayor porcentaje de sus ingresos en los 
productos con sobreprecio por falta de competencia (Palacios Prieto 
y Pérez Trujillo, 2017). 

Después de las reformas estructurales del presente sexenio, a nivel fe-
deral, sigue siendo un objetivo primordial intensificar la competencia 
económica en muchos de los mercados de los sectores estratégicos, 
como lo son los de telecomunicaciones, energía, servicios financieros y 
transporte. Por ejemplo, ante la apertura del mercado del Gas LP a prin-
cipios del 2017, el aumento de precio fue desproporcional, sobre todo 
en aquellas regiones en las que existe menor competencia (Banco de 
México, 2017). Otro ejemplo es el del sector financiero, en el que existe 
una alta concentración de oferentes, que podría ser reflejo de limitacio-
nes en las condiciones de competencia. En este caso, cinco institucio-
nes financieras bancarias concentraron cerca del 72% de los activos de 
todo el sistema bancario en 2011, además del 74% de los créditos, en 
2013. Por si fuera poco, también la infraestructura física del sistema se 
encontraba altamente concentrada en estas cinco instituciones quienes 
eran dueñas del 85% de las sucursales, 80% de los cajeros automáticos 
y 72% de los módulos de corresponsales bancarios. Lo anterior incide 
negativamente en el bienestar de los consumidores a través de los pre-
cios, la calidad y la variedad de servicios financieros que adquieren. 

En estos sectores, el grado de competencia que prevalece es un factor 
decisivo en la determinación de dichos elementos. Además, al ser estra-
tégicos, estos sectores no sólo contribuyen directamente a la produc-
ción, la inversión y el empleo, sino también tienen un impacto en la efi-
ciencia del resto de los sectores de la economía y en el bienestar social. 
Por ejemplo, la falta de competencia en el sector de las telecomunicacio-
nes impide reducir la brecha digital que excluye a millones de personas 
y empresas del acceso a la tecnología necesaria para el crecimiento, el 
desarrollo e incluso el incremento de la participación política ciudadana 
(Méndez y Piedras, 2010). De igual manera, un sistema financiero com-
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petido impacta positivamente al Producto Interno Bruto del país, pro-
mueve el crecimiento rápido de la economía y es un factor esencial para 
la inclusión financiera, una herramienta altamente efectiva para comba-
tir la desigualdad, reconocida en las 17 Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble de la Organización de Naciones Unidas (ONU, 2015).

A nivel estatal y municipal la problemática es aún mayor. Mientras los 
avances tecnológicos mejoran y hacen posibles nuevas formas de pro-
veer servicios, como ocurre con el transporte u hospedaje en ciudades, 
en nuestros Gobiernos locales se han acumulado leyes y políticas pú-
blicas que impiden generar un entorno competitivo y propicio para la 
innovación. Estas barreras inhiben el desarrollo local y el comercio inte-
restatal. Las cada vez más frecuentes regulaciones que protegen al em-
presario local de la competencia son un ejemplo de las políticas que van 
en detrimento de la productividad y de los consumidores y que forman 
parte del régimen regulatorio de muchos estados y municipios106. Tam-
bién las asociaciones gremiales de algunos sectores tienen una inciden-
cia muy importante. En el caso agropecuario, por ejemplo, estas asocia-
ciones están directamente involucradas en la regulación de diferentes 
sectores; ejercen funciones regulatorias delegadas y condicionan la en-
trada de sus propios competidores, apoyadas por los Gobiernos muni-
cipales (Comisión Federal de Competencia Económica [Cofece], 2016).

Este tipo de ejemplos muestra cómo, en este nivel de gobierno, la di-
námica de las relaciones y actividades económicas muchas veces se 
basa en el influyentismo y no en mecanismos legítimos de influencia 
asentados en la transparencia, la rendición de cuentas, el mérito y la 
competencia económica (Hellman, Jones, y Kaufmann, 2000). Esto 

106 De acuerdo al Observatorio Nacional de Mejora Regulatoria encargado de evaluar el desempeño de las enti-da-
des federativas y algunas ciudades en la materia, los avances en cuanto al alcance y fortaleza de la política y las 
instituciones de mejora regulatoria en el ámbito federal fueron del 70%, los estados presentaron uno del 35% y 
los municipios tan sólo del 21%, en promedio. Este índice se basa en tres pilares: el primero de política en el que 
se evalúan el marco regulatorio actual, así como las facultades y obligaciones que garantizan su implementación; 
el segundo acerca de instituciones en el cual se evalúan el alcance y fortaleza de las institu-ciones encargadas 
de implementar la política de mejora regulatoria; y finalmente, se mide el alcance de las políticas (Observatorio 
Nacional de Mejora Regulatoria [ONRM], 2017).
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también explica los altos niveles de corrupción relacionados con la 
actividad regulatoria en el ámbito local. De acuerdo a la Encuesta 
Nacional de Calidad Regulatoria e Impacto Gubernamental en Em-
presas (ENCRIGE), en 2017 a nivel nacional alrededor del 82% de las 
empresas percibían que los actos de corrupción por parte de servi-
dores públicos a la hora de realizar trámites, pagos y solicitud de ser-
vicios públicos eran “frecuentes” o “muy frecuentes” (Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía [Inegi], 2017). Entre las principales 
causas de corrupción se encuentran agilizar trámites, evitar multas, 
obtener licencias, evitar clausuras e inspecciones y ganar contratos. 
Debido a ello, los esfuerzos de empresas y emprendedores ya no se 
enfocan en innovar o satisfacer a sus consumidores, sino en extraer 
favores por parte de las autoridades. Estas políticas locales están lle-
gando incluso a ser un obstáculo para la correcta implementación 
de algunas reformas estructurales ya que las regulaciones y trámi-
tes estatales y municipales generan retrasos, sobrecostos, ineficien-
cias, riesgos e incertidumbre, a un grado tal que han afectado los 
proyectos de despliegue y/o aprovechamiento de infraestructura en 
materias de telecomunicaciones (Instituto Tecnológico Autónomo 
de México [ITAM], 2016). 

Dentro de los factores que contribuyen a este problema de falta de 
competencia se encuentran los diferentes regímenes regulatorios que 
se crean, tanto a nivel federal como a nivel local y que, en lugar de 
intensificar la competencia, al contrario, muchas veces representan 
un impedimento para esta. La importancia de evaluar la función regu-
ladora resulta de las muchas y diversas formas en cómo la regulación 
afecta la vida de los ciudadanos y por lo tanto resulta fundamental 
para el debido funcionamiento de la economía y la sociedad (The 
New Zealand Productivity Commission, 2014). Cuando se implementa 
adecuadamente, la regulación corrige mercados, protege derechos, 
promueve seguridad de los ciudadanos, de sus propiedades y asiste a 
la provisión eficiente y equitativa de bienes y servicios (Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos [OCDE], 2016). Cuan-
do la regulación no es adecuada o su implementación es deficiente, 
puede impedir la productividad y el crecimiento. En ese sentido, debe 
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ser prioridad de la próxima administración generar una política regu-
latoria efectiva que busque fomentar la productividad e incentivar la 
innovación a través de la competencia económica, siempre pensando 
en el beneficio del consumidor y en un mayor bienestar social.

Más allá de los esfuerzos encaminados a mejorar el diseño de la regu-
lación, para tener buenos resultados regulatorios se requiere desarro-
llar una política dirigida a fortalecer a las instituciones encargadas de 
implementarla en los diferentes niveles de gobierno. Se debe asegurar 
que estas instituciones tomen decisiones con base en criterios objeti-
vos, imparciales y consistentes, sin conflictos de interés o influencia 
indebida (OCDE, 2017). 

ATENCIÓN AL PROBLEMA  
Y RESULTADOS HASTA AHORA
1. La política regulatoria actual

En México, la evolución y el alcance de la política regulatoria se han he-
cho de forma fragmentada y a diferentes velocidades. A continuación, 
se presentan las principales características del diseño institucional 
que han tomado los diferentes regímenes regulatorios, tanto a nivel 
federal como local, así como las medidas que se han tomado para en-
caminar la política regulatoria a fungir como motor de la competencia 
y el desarrollo. En particular, se describirá cómo la política regulatoria 
ha buscado mejorar la calidad regulatoria, tanto en el diseño como en 
su implementación, así como los mecanismos que se han creado para 
monitorear y evaluar el desempeño de las autoridades en relación con 
los resultados esperados de los diferentes regímenes regulatorios. 

a) Mercados regulados a nivel federal: Capacidad institucional de 
agencias reguladoras y política de mejora regulatoria

Con la liberalización de la economía y la privatización de sectores es-
tratégicos, como lo son los de telecomunicaciones, energía, transpor-
te y el sector financiero, se modificó el diseño institucional del Estado 
mexicano para crear agencias reguladoras federales especializadas 
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por sector y autónomas con respecto al Poder Ejecutivo. Desde una 
perspectiva económica estos reguladores sectoriales buscan interve-
nir para corregir fallas de mercado, como son la acumulación y con-
centración de poder de mercado, la falta de información para la toma 
de decisiones de los consumidores y la existencia de externalidades 
negativas (Coglianese y Kagan, 2007).

En una primera etapa, durante la década de los noventa, estos regu-
ladores sectoriales se crearon como organismos descentralizados de 
las secretarías de Estado. Algunos de estos fueron la Comisión Regu-
ladora de Energía (CRE) en 1993, la Comisión Federal de Telecomuni-
caciones (Cofetel) en 1995, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res (CNBV) en 1995, la Comisión Nacional del Sistema del Ahorro para 
el Retiro (Consar) en 1996 y la Comisión Nacional de Defensa para el 
Usuario de Servicios Financieros (Condusef) en 1999. 

Además, se crearon agencias federales que de forma transversal in-
tervenían en los diferentes regímenes regulatorios para mejorar la 
calidad regulatoria y garantizar la competencia económica107. Así, 
en 1995 se creó la Comisión Federal de Competencia (Cofeco) como 
autoridad de competencia. Poco después, en el 2000, se creó la Co-
misión Federal de Mejora Regulatoria (Cofemer), con el fin de vigilar 
y mejorar la calidad regulatoria. El objetivo de la política de mejora 
regulatoria que encabeza esta instancia es promover la transparencia 
en la elaboración y aplicación de las regulaciones con el fin de que 
éstas generen beneficios superiores a sus costos y el máximo bene-
ficio para la sociedad. Como parte de esta política, todo proyecto de 
regulación a nivel federal debe ser enviado a la Cofemer, junto con 
una Manifestación de Impacto Regulatorio (MIR), en la que se expo-
ne el problema regulatorio, las alternativas de regulación, el impacto 
esperado de la regulación, así como algunos detalles sobre su imple-
mentación. El proceso culmina con un dictamen por parte de la Co-

107 Estas agencias transversales se pueden ver como mecanismos de rendición de cuentas horizontales (López 
Ayllón y Haddou Ruiz, 2007).
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femer, que determina si la regulación será capaz de traer un mayor 
beneficio social.

Cuando se creó la Cofemer, se entendía que en México la falta de com-
petencia impedía el desarrollo de negocios, por lo que, en un princi-
pio, se veía a la política de mejora regulatoria como un instrumento 
para romper esta dinámica (Arce, 2017). En este sentido, se hicieron 
algunos esfuerzos para incluir dentro de la MIR un análisis de impacto 
en la competencia realizado en colaboración con la Comisión de Com-
petencia. De esta forma, se creaban sinergias entre ambas instancias 
para mejorar la calidad de la regulación impulsando o procurando 
una mayor competencia. 

A pesar de la creación de estas instituciones y de que el diseño de la 
regulación de muchos sectores estratégicos siguió las mejores prác-
ticas internacionales para buscar crear condiciones de competencia 
efectivas, los resultados a menudo no fueron los esperados. 

Por poner un ejemplo, en el sector de transporte ferroviario, según el 
Foro Internacional del Transporte (FIT) de la OCDE, la estructura de la 
industria del ferrocarril de carga en México, adoptada en 1995, fue apro-
piada, ya que se ajustaba a principios coherentes de política respecto 
a su orientación comercial y de gestión privada, tarifas desreguladas, 
competencia entre modos de transporte, competencia entre los conce-
sionarios ferroviarios, e integración vertical. Sin embargo, este mismo 
organismo ha señalado que no todos los aspectos de la política se han 
aplicado como se establecía en las reformas. Específicamente lo relacio-
nado con los derechos de paso obligatorios que permitían mantener un 
esquema de competencia entre los tres concesionarios originales. Ante 
una falta de debida implementación, el FIT recomendó el fortalecimien-
to de las instituciones reguladoras para hacer frente a los problemas de 
precios y de disponibilidad asociados a los derechos de vía. Señaló que 
la autoridad tenía que hacer un esfuerzo para obtener información más 
sistemática, que permitiera que el regulador tomara decisiones sobre 
estos temas de manera informada y objetiva. Esto también aplicaba a 
la estructura del sistema, al acceso potencial, y a la regulación tarifaria. 
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Por experiencias como ésta, si bien los esfuerzos para impulsar la ca-
lidad regulatoria originalmente se habían encaminado a una política 
de mejora regulatoria, y en particular al análisis de impacto regulato-
rio, se reconoció la necesidad de fortalecer la capacidad institucional 
de reguladores sectoriales (OCDE, 2016).  

En particular, se ponía en tela de juicio la capacidad de varios de es-
tos reguladores debido a su falta de autonomía e independencia del 
Poder del Ejecutivo y/o de algunos de los entes regulados. Esta falta 
de autonomía se vio como la causa de que no se hubieran conseguido 
incrementar la competencia en diferentes sectores.

Por ello, la administración del presidente Enrique Peña Nieto lanzó lo 
que podríamos considerar una segunda ola reformadora, en la que 
además de liberar al sector energético, se buscó ajustar otros sectores 
que ya habían sido liberados pero que no habían alcanzado niveles 
apropiados de competencia, principalmente el sector de telecomuni-
caciones y en menor medida el sector financiero y de transporte ferro-
viario. En ese sentido, uno de los ejes principales del Pacto por México 
fue intensificar la competencia económica en todos los sectores de 
la economía, con especial énfasis en los cuatro sectores estratégicos 
aquí mencionados (Peña Nieto, Zambrano Grijalva, Díaz Salazar y Ma-
dero Muñoz, 2012).  

Como parte de estos cambios, se presentó la reforma de telecomuni-
caciones y competencia económica, en la que se crearon la Comisión 
Federal de Competencia Económica (Cofece) y el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones como organismos constitucionales autónomos y 
autoridades de competencia, así como tribunales especializados en 
materia de competencia. En el sector energético, se otorgó a la CRE 
y a la Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH) el carácter de orga-
nismos reguladores coordinados. Asimismo, se emitió la Ley de Trans-
parencia de Servicios Financieros y se dieron nuevas facultades a la 
Condusef para fomentar la competencia. También se creó la Agencia 
Reguladora de Transporte Ferroviario (ARTF) como organismo des-
centralizado de la SCT. 
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Es importante señalar que, a partir de las reformas estructurales de 
este sexenio, se generó un régimen diferenciado de mejora regulatoria 
a nivel federal ya que el proceso que lidera la Cofemer únicamente 
aplica a los organismos que son parte de la administración pública 
federal, por lo que no les aplica a reguladores que tienen autonomía 
constitucional, como son el Instituto Federal de Telecomunicaciones 
(IFT), el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos (INAI), el Banco de México (Banxico) y la Cofe-
ce. Asimismo, en materia de competencia, después de las reformas 
de este sexenio, el IFT es a la vez regulador de sector y autoridad de 
competencia, por lo que la Cofece no tiene competencia respecto de 
los mercados de telecomunicaciones. 

b) Actividades económicas a nivel local

A nivel local, la evolución de la política regulatoria ha sido muy dis-
tinta de la que se experimentó a nivel federal. En muchos de los re-
gímenes regulatorios en este nivel, existen diferentes obstáculos que 
impiden competir en sectores que son de gran relevancia para la acti-
vidad económica local, entre ellos el transporte público y el desarrollo 
urbano. Por medio de la regulación, las autoridades locales limitan la 
entrada de nuevos competidores, establecen requisitos que otorgan 
ventajas a ciertos agentes en particular, ponen restricciones que limi-
tan la capacidad de las empresas para competir y generan incentivos 
para reducir la rivalidad competitiva entre agentes económicos y obs-
taculizar el ingreso de competidores. Todo lo anterior tiene el efecto 
de limitar o desincentivar la entrada de empresas y encarecer nego-
cios. Este tipo de barreras afecta las condiciones en las que se brindan 
bienes y servicios, así como sus precios en perjuicio del erario o de los 
consumidores (Cofece, 2014).

Asimismo, el rol que tienen las agencias transversales para corregir los 
regímenes regulatorios a nivel estatal es distinto del papel que desem-
peñan en el ámbito federal. Históricamente, han surgido controver-
sias sobre el alcance de las facultades de estas agencias con respecto 
a autoridades locales. En este sexenio se dio a la Cofece la facultad 
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de regular insumos esenciales y barreras a la competencia sin que a 
la fecha haya existido un caso en el que se controvierta el alcance de 
esta competencia respecto de autoridades locales, por lo que existen 
todavía muchas dudas sobre este aspecto. 

El único caso concluido hasta la fecha en que la Cofece ha llevado a 
cabo investigación sobre barreras a la competencia fue en el mercado 
del servicio de transporte público de carga de Sinaloa, donde encontró 
barreras a la competencia establecidas en la Ley de Tránsito y Transpor-
te del Estado que restringían la oferta, otorgaban ventajas indebidas y 
concedían amplia discrecionalidad a la autoridad en el otorgamiento de 
concesiones y permisos, así como en la fijación de tarifas, las cuales no 
respetaban los elementos de mercado eficiente. Estas condiciones se 
traducían en altos costos para los usuarios del servicio y obstaculizaban 
el crecimiento económico de la región. En su resolución final, la Cofece 
recomendó al estado de Sinaloa realizar reformas legales y administrati-
vas, las cuales fueron aprobadas en su mayoría en junio del 2017.

Por lo que respecta a la Cofemer, desde su creación y hasta la fecha, 
únicamente brinda asesoría técnica en materia de mejora regulatoria 
a las entidades federativas y municipios del país, misma que consiste 
en promover leyes locales de mejora regulatoria, adecuaciones a re-
glamentos y bandos locales, sistemas de apertura rápida de empresas 
y consejos estatales y municipales de mejora regulatoria. 

Derivado de ello, el marco normativo que existe en materia de mejora 
regulatoria a nivel estatal varía de entidad a entidad. Sobre este tema, 
el Centro de Investigación para el Desarrollo A.C. (CIDAC, 2013) publi-
có en 2013 un ranking estatal en mejora regulatoria. En ese entonces 
21 de las 32 entidades federativas contaban con una ley especializada 
en materia de mejora regulatoria, y sólo tres estados tenían contem-
plada la obligación de revisar que las políticas públicas que se em-
prendieran no inhibieran la competencia económica.

En este sexenio la Cofemer se enfocó en impulsar la creación de lo 
que llamó una mejora regulatoria integral con el fin de consolidar un 
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ambiente de negocios propicio para el crecimiento de empresas. Para 
ello, desarrolló acciones para fortalecer la convergencia de la Federa-
ción con los órdenes local y municipal e impulsar una agenda común 
que incluyera políticas de revisión normativa, de simplificación y ho-
mologación nacional de trámites, así como la promoción de medidas 
para facilitar la creación y escalamiento de empresas, a partir del fo-
mento del uso de herramientas electrónicas.

Como parte de este trabajo, el 5 de febrero del 2017 se aprobó una 
reforma constitucional que establece que las autoridades de todos los 
órdenes de gobierno, en el ámbito de su competencia, deberán imple-
mentar políticas públicas de mejora regulatoria para la simplificación 
de regulaciones, trámites, servicios y demás objetivos que establezca 
la ley general en la materia. Con esto, se introdujo a nivel constitucio-
nal los principios de un Sistema Integral de Mejora Regulatoria. El 11 
de diciembre de ese mismo año, el Presidente presentó ante la Cáma-
ra de Diputados una iniciativa de Ley General de Mejora Regulatoria 
que busca sentar los principios y las bases para el establecimiento e 
implementación de una política pública de Estado en esta materia. 

2. Resultados de la política regulatoria y hacia dónde vamos

En relación con las medidas que se han tomado para encaminar la 
política regulatoria a fungir como motor de la competencia y el de-
sarrollo, de lo descrito en párrafos anteriores podemos concluir que 
este sexenio se caracterizó por un número importante de reformas 
estructurales, tanto a nivel federal como local, dentro de las cuales 
destacan en particular, muchas modificaciones a la Constitución en 
relación con la política regulatoria. Como consecuencia, se crearon a 
nivel federal diferentes organismos reguladores y se les dotó de ma-
yor autonomía. 

En buena medida, la discusión en torno a la capacidad institucional 
del regulador se ha reducido al tema de lograr una mayor autono-
mía frente al Poder Ejecutivo, al modificar la naturaleza jurídica de 
los organismos a nivel constitucional. Sin embargo, en esta segunda 
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ola reformadora faltó prever herramientas para que estos organismos 
rindan cuentas de los resultados obtenidos. Mecanismos externos de 
rendición de cuentas que actúen como contrapeso, tanto en la etapa 
de diseño e implementación de la regulación como en el monitoreo 
de sus resultados, son un elemento fundamental de gobernanza regu-
latoria. Estos mecanismos pueden ayudar tanto para mejorar la capa-
cidad institucional y el desempeño de las autoridades reguladoras en 
los diferentes niveles de gobierno como para continuar con la consoli-
dación de una política regulatoria que impulse la competencia. 

Por un lado, los mecanismos de control externos se necesitan desde 
la etapa de diseño de la política regulatoria para, entre otros, ayudar a 
que exista una mejor identificación del problema y que los objetivos a 
alcanzar sean claros. Si la regulación no identifica adecuadamente el 
problema y los objetivos, se regula cuando no se necesita o se diseña 
y ejecuta de forma indebida. De esta manera, la regulación falla al no 
cumplir con los objetivos y presentar consecuencias indeseadas que 
afectan el bienestar de la población (The New Zealand Productivity 
Commission, 2014). La política de mejora regulatoria en México, a tra-
vés de la MIR, sin duda ha ayudado a que los reguladores se tengan 
que plantear estos objetivos desde un inicio y a hacerlos transparen-
tes. Sin embargo, al no haber seguimiento del cumplimiento de estos 
objetivos, el proceso se ve como un trámite más a realizar y se pierden 
elementos importantes del ejercicio de rendición de cuentas.

Por ello, se requiere que la política de mejora regulatoria tenga un en-
foque en resultados y que existan controles de rendición de cuentas 
tanto para el diseño, como implementación y resultados. 

En otros países se han creado controles externos que buscan mejorar 
la calidad regulatoria a partir del análisis de sus resultados. En Aus-
tralia y Nueva Zelandia, por ejemplo, además de la Oficina de Mejo-
res Prácticas Regulatorias (OBPR por sus siglas en inglés) encargada 
de hacer el análisis de impacto regulatorio, existe una Comisión de 
Productividad. En ambos países, estas Comisiones realizan investi-
gaciones con recomendaciones dirigidas a mejorar el diseño de los 
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regímenes regulatorios, nuevos y existentes. Se considera que varias 
de las investigaciones que se enfocan en los resultados de los dife-
rentes regímenes regulatorios han ayudado a mejorar la eficacia de 
la regulación en estos países y han creado legitimidad y confianza en 
reguladores y en los regímenes regulatorios que han analizado (The 
New Zealand Productivity Commission, 2014). Estas Comisiones in-
cluso han analizado la eficacia de la política de análisis de impacto 
regulatorio para ver posibles áreas de mejoras.

Por otro lado, por lo que se refiere a consolidar una política regulatoria 
que impulse la competencia, en esta última administración la política 
de mejora regulatoria no priorizó este objetivo y se insistió más en una 
política de simplificación administrativa. La actual administración no 
buscó fortalecer el enfoque de calidad regulatoria, ni introducir uno 
dirigido a resultados, como podría ser influir en los niveles de compe-
tencia de regímenes federales. Desde los informes de Cofemer, hasta 
la iniciativa de Ley General de Mejora Regulatoria presentada por el 
Ejecutivo, se habla de mejora regulatoria integral como un ejercicio 
de simplificación y homologación de trámites para el crecimiento de 
empresas. 

En ese sentido, la política regulatoria no sólo debe buscar reducir 
costos administrativos, sino considerar y evaluar el impacto que está 
teniendo la regulación en la innovación, crecimiento y productividad. 
A nivel internacional incluso se empieza a cuestionar cómo indirecta-
mente esta política puede tener un impacto en temas como inclusión y 
reducción de la pobreza (OCDE, 2016). Por ello se considera que antes 
de replicar el modelo de mejora regulatoria al orden local, es importan-
te tomar en cuenta las limitantes que aquí se presentan de la política 
de mejora regulatoria que impactan en su alcance y efectividad.

El Gobierno federal debe considerar que los regímenes regulatorios 
son mucho más complejos que en el pasado. La naturaleza y diver-
sidad de los riesgos se han ampliado, así como las expectativas de 
la sociedad. Además, los instrumentos regulatorios disponibles para 
cumplir con los objetivos regulatorios son más amplios y variados 
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(Kaufmann y Erbacci, 2015). En otros países se está empujando una 
agenda regulatoria que busca generar no sólo regulación de calidad 
por medio de instrumentos como el análisis de impacto regulatorio, 
sino también una regulación inteligente que logre cumplir objetivos 
de política pública, para lo que se requiere invertir más en evaluación 
de política pública y generar una amplia colaboración entre acto-
res (Comisión Europea, 2010). Por ello, una tarea importante para el 
próximo Gobierno será buscar entender este nuevo papel que debe 
cumplir la política regulatoria y crear las herramientas para lograr la 
coordinación, calidad y efectividad de resultados de los diferentes re-
gímenes regulatorios que conviven. 

En México, si bien, a partir de las reformas de este sexenio, se recono-
cen a nivel constitucional principios que forman parte de un Sistema 
Regulatorio Integral, como ya lo mencionamos, la discusión de la ley 
que dará contenido a este Sistema se ha reducido a elementos relacio-
nados con la simplificación administrativa que lleven a disminuir cos-
tos regulatorios, pero no han explorado cómo crear los mecanismos 
que ayuden a generar regulación inteligente. Ha faltado considerar 
que este Sistema conformado por principios, procesos e institucio-
nes de los diferentes órdenes y niveles de gobierno es un instrumen-
to para cumplir con las metas de política pública del Gobierno (The 
New Zealand Productivity Commission, 2014), entre ellas, intensificar 
la competencia, especialmente en mercados estratégicos para impul-
sar la innovación y un mayor crecimiento económico. El objetivo de 
la política regulatoria debe ser que exista una regulación eficiente y 
efectiva que llegue a ciertos resultados económicos y sociales y que 
ésta implique las menos cargas y riesgos posibles, no sólo para las 
empresas, sino para la sociedad en general. Cada régimen regulatorio 
tendrá objetivos distintos y diferentes formas de cómo llegar a ellos, 
pero la existencia de un Sistema Regulatorio Integral permite generar 
herramientas para evaluar el desempeño de autoridades reguladoras 
y facilitar la coordinación entre actores.

Por ello, bajo un modelo de flexibilidad que otorgue a reguladores es-
pacio para actuar, deben existir mecanismos de monitoreo del dise-
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ño, implementación y resultados de los regímenes regulatorios, que 
aseguren que las metas se están alcanzando y que las reglas que son 
ineficientes y que representan una barrera para competir se remuevan 
(The New Zealand Productivity Commission, 2014). En ese sentido, 
más que mecanismos externos que obliguen o sancionen, se busca 
que éstos vayan generando las bases y lineamientos de un sistema re-
gulatorio moderno que se base en la experimentación y el aprendiza-
je. Bajo el esquema que se propone, los controles que se establezcan 
en una Ley General darían un amplio grado de autonomía a los dife-
rentes regímenes regulatorios. Sin embargo, se coordina la evaluación 
de resultados y se monitorea el desempeño de estos regímenes pre-
sionando para una mejora continua. 

El reconocimiento de un Sistema Regulatorio a nivel constitucional 
abre la oportunidad para esta discusión. Sin embargo, sería una opor-
tunidad perdida si se limitara este sistema a un mero ejercicio de sim-
plificación administrativa para estados y municipios, como lo hace la 
iniciativa de la Ley General de Mejora Regulatoria del Presidente.

Por ello, en el siguiente capítulo proponemos siete acciones que bus-
can impulsar la competencia económica en los tres niveles de gobier-
no por medio del fortalecimiento de mecanismos de rendición de 
cuentas externos que mejoren la calidad regulatoria y el desempeño 
de autoridades reguladoras.

PROPUESTAS
La alta concentración en distintos mercados de nuestra economía es 
un problema de tal importancia que no puede ser ignorado por los 
distintos proyectos de nación que se proponen este 2018. La búsque-
da de soluciones a este problema debe ser un pilar en las agendas de 
desarrollo económico de los candidatos.

Mediante la creación de mecanismos externos de rendición de cuen-
tas que monitoreen y vigilen que los diferentes regímenes regulato-
rios a nivel federal y local no interfieran y, por el contrario, impulsen 
la competencia económica, el próximo Gobierno puede aportar a la 
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creación de un Sistema Regulatorio Integral que tenga dentro de sus 
objetivos fomentar condiciones de competencia que se traduzcan en 
beneficios para los consumidores y la población en general. Estos me-
canismos de control se deben crear tanto para el diseño e implemen-
tación de la regulación, como para la verificación de resultados. Por 
ello hacemos las siguientes propuestas.

1. Facultar a la Cofece para presentar acciones de  
inconstitucionalidad a leyes, cuando éstas contravengan  
el derecho a la competencia y libre concurrencia

Si bien la Reforma de Competencia Económica que llevó a cabo esta 
administración otorgó a la Cofece autonomía constitucional, no le 
otorgó facultades para impugnar por vía de la acción de la inconstitu-
cionalidad aquellas leyes federales y/o locales que contraríen los prin-
cipios de competencia y libre concurrencia. Esto es fundamental den-
tro de un Sistema Regulatorio que busque impulsar la competencia. 
Por ejemplo, para los casos como el de la Ley de Tránsito de Sinaloa 
en los que la Cofece realiza investigaciones por barreras regulatorias, 
estas controversias se pueden resolver por medio de una acción de 
inconstitucionalidad u opinión vinculante, que permiten mayor efi-
ciencia en los recursos y dan mayor legitimidad a la Cofece frente a 
Gobiernos locales. 

2. Crear mecanismos formales en la ley para que la Cofece  
intervenga en el análisis de impacto regulatorio en la competencia

Si bien existen algunos mecanismos que se han creado a partir de con-
venios de coordinación entre la anterior Comisión de Competencia y 
la Cofemer, sería deseable que, como parte del marco normativo del 
Sistema Integral de Mejora Regulatoria, se estableciera en la ley que 
cuando el análisis de impacto regulatorio (por medio de la MIR) de un 
proyecto de regulación identifique que éste puede tener un impacto 
en la competencia, la Cofece debe intervenir para ofrecer una opinión 
respecto al impacto de dicha regulación en materia de competencia 
económica. 
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3.  Crear mecanismos para calificar el grado de participación en la 
creación de regulaciones

El análisis de impacto regulatorio y las consultas públicas que lleva a cabo 
la Cofemer han dado transparencia al proceso de creación de nueva regu-
lación. Sin embargo, sería deseable no sólo transparentar quiénes parti-
cipan en la discusión de estas regulaciones, sino lograr una participación 
amplia y comprehensiva en la que se vean representados todos los inte-
reses en juego. La idea de una participación amplia y comprehensiva que 
contraponga y reconcilie diferentes puntos de vista e intereses de perso-
nas afectadas tiene un gran valor, porque son precisamente estas perso-
nas las que conocen y tienen información del problema, por lo que su 
participación da mayor confiabilidad y seguridad en el resultado de este 
proceso. La seguridad y confiabilidad deben considerarse como valores 
en materia regulatoria (Sabel y Simon, 2011). Por tanto, incluir mecanis-
mos de monitoreo respecto a la participación en los procesos de consulta 
pública en la que se identifique o califique quién está participando, en 
qué grado y con qué objeto, aportaría a este objetivo.

Dentro de las mejores prácticas internacionales se ha reconocido 
que es fundamental que existan mecanismos de consulta efectivos y 
para esto las regulaciones deben ser desarrolladas de manera abier-
ta y transparente, con procesos de publicación y con la audiencia de 
grupos directamente afectados, y otros no tan claramente afectados 
como sociedad civil u otros niveles de gobierno. Esto mejora la cali-
dad de las normas y programas, así como su aplicación, y reduce los 
costos de implementación, tanto para el Gobierno como para los ciu-
dadanos. Por tanto, es de vital importancia impulsar mayor participa-
ción y legitimar el proceso (The Treasury, 2007).

4. Crear mecanismos de evaluación para la MIR

Si bien es cierto que nuestra política de mejora regulatoria es recono-
cida a nivel internacional, en realidad no sabemos si esta política ha 
sido efectiva. Es decir, no se sabe cómo los instrumentos desarrolla-
dos han mejorado (o no) los resultados de los regímenes regulatorios 
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que se han creado. No existen evaluaciones sobre cómo la MIR, por 
ejemplo, siendo el principal instrumento de la mejora regulatoria, ha 
ayudado a mejorar la calidad en el diseño de la regulación y cómo esto 
se ha traducido en mejores resultados regulatorios. 

Por ejemplo, uno de los componentes de la MIR es la evaluación que 
hacen los reguladores de alternativas regulatorias y no regulatorias. 
Aquí la Cofemer pudo haber tenido una importante función en ir cam-
biando esquemas de regulación explícita, mejor conocidos como de 
comando y control, a modelos de regulación basada en desempeño 
o el uso de instrumentos de mercado, con base en mejores prácticas. 
Sin embargo, no sabemos cuál ha sido la aportación de Cofemer en 
esta evaluación de alternativas regulatorias y no regulatorias. 

El proceso de consulta y la MIR se deben dejar de considerar como me-
ros trámites y deben ser evaluados En Australia, dentro de los estudios y 
evaluaciones que ha realizado la Comisión de Productividad, se incluyó 
una evaluación de los instrumentos de análisis de impacto regulatorio 
a efecto de conocer qué tan eficiente y de qué tanta calidad es este me-
canismo. Dentro de los objetivos de esta evaluación, estaba encontrar 
la evidencia de cuándo el proceso de impacto de análisis regulatorio 
había mejorado la regulación (Productivity Commission, 2012).

5. Crear mecanismos de revisión para la etapa de implementación 
de la regulación

Si bien existe en la MIR un apartado en el que se solicita describir cómo 
se piensa implementarla regulación, no se da seguimiento a lo ahí es-
tablecido. Se considera que dar seguimiento a esto es muy relevante 
para que exista mayor transparencia en el proceso de implementación 
y poder conocer si las autoridades están siendo efectivas y si se están 
obteniendo resultados. 

Además, con la evolución de la tecnología se puede ir desarrollando un 
nuevo modelo regulatorio en el que se identifiquen y corrijan riesgos 
de forma amplia y mucho más automatizada (Arner, Barberis y Buckley, 
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2017). Asimismo, este tipo de tecnologías puede ayudar a generar meca-
nismos que impulsen mayor participación y colaboración, tanto interins-
titucional como con el sector privado. Por este papel relevante que puede 
tener la tecnología en el desarrollo de mecanismos de implementación de 
la regulación, se considera que sería favorable que Cofemer pudiera ser el 
experto respecto a cómo los reguladores pueden usar la tecnología a su 
favor, conocer mejores prácticas y recomendar mejoras a los reguladores. 

6. Crear mecanismos para evaluar los resultados de los objetivos 
regulatorios

Este es tal vez el punto central que ha hecho falta desarrollar en Mé-
xico. ¿Se está verificando si en realidad lo que inicialmente se había 
planteado como resultado esperado se está dando? Y si no, ¿se están 
haciendo modificaciones? 

En países como Australia y Nueva Zelandia, el enfoque de mejora de 
regulación está en resultados. En estos casos, el Gobierno central tie-
ne entre sus propósitos mejorar la calidad regulatoria de los diferentes 
órdenes y niveles de gobierno, no sólo mediante mejores procesos y 
mecanismos para introducir nueva regulación, sino a partir de un mejor 
entendimiento de qué función tiene la regulación nueva y existente. Por 
ello se han creado organismos como la Comisión de Productividad, que 
es un organismo de investigación independiente que emite recomen-
daciones en una diversidad de asuntos económicos, sociales y ambien-
tales que afectan el bienestar de los ciudadanos. Una de sus principales 
funciones consiste en realizar evaluaciones y monitoreo de desempeño, 
así como reportes de productividad y regulación. En el caso australiano, 
también busca resolver quejas en contra de tratamiento diferenciado 
para empresas públicas respecto de empresas privadas. 

7. Crear mecanismos para eliminar regulaciones existentes que 
son innecesarias, obsoletas o ineficientes

Los mecanismos de análisis de impacto regulatorio que existen ac-
tualmente están dirigidos a las regulaciones que están por emitirse. 
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Sin embargo, existe regulación que por diversas razones puede dejar 
de tener validez o razón de ser y deben existir los mecanismos para 
eliminarla. En ese sentido, es importante que las viejas regulaciones 
sean sometidas a escrutinio y análisis para asegurarse que todavía 
son eficientes y efectivas. 

En la iniciativa presentada por el Presidente se reconoce esta necesi-
dad y se contempla la obligación para algunos de los sujetos obligados 
por la ley de adoptar esquemas de revisión de la regulación existente. 
En este sentido, las autoridades de mejora regulatoria pueden evaluar 
la aplicación, efectos y observancia de la regulación vigente. Sin em-
bargo, quedan muchas dudas respecto de la viabilidad y aplicación del 
mecanismo que establece la iniciativa para hacer este análisis.

En Australia, se realizó un análisis de esta naturaleza, al consultar a 
partes afectadas para saber si los objetivos de la regulación fueron al-
canzados de manera efectiva y eficiente. En ese contexto, se le ha en-
cargado a la Comisión de Productividad de ese país hacer un examen 
anual para identificar regulaciones que son innecesarias, complejas, 
redundantes o que están duplicadas. Asimismo, a partir del 2007, se 
empezó a evaluar toda regulación cinco años después de su imple-
mentación (The Treasury, 2007).
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CONCLUSIÓN
Si uno de los objetivos y prioridades del próximo Gobierno es impulsar 
la competencia de los mercados en nuestro país, una forma para ha-
cerlo es incorporando mecanismos de rendición de cuentas externos 
que busquen mejorar la calidad regulatoria y mejorar el desempeño 
de las autoridades reguladoras. Las siete acciones que aquí se presen-
tan ayudarían a mejorar los procesos para introducir nueva regulación, 
entender mejor de qué trata la regulación existente, hacer revisiones 
de los resultados de las regulaciones de mayor impacto y, en general, 
mejorar el diseño y operación de los regímenes regulatorios que tienen 
entre sus objetivos impulsar la competencia y no lo han logrado.

El diseño del Sistema Integral de Mejora Regulatoria a partir de la 
Reforma Constitucional que lo crea es una buena oportunidad para 
generar algunos de estos mecanismos y por ello varias de las accio-
nes aquí planteadas se pueden insertar en este marco. Pero se debe 
considerar que en nuestro sistema regulatorio conviven diferentes 
autoridades que sirven como contrapesos unas de otras. Por ello en 
este documento se propusieron también medidas para seguir forta-
leciendo a la Cofece, autoridad de competencia, para que intervenga 
como garante de la competencia en el diseño y la implementación de 
la política regulatoria cuando ésta impacte en la competencia en los 
mercados.  

Con las acciones presentadas, se busca fortalecer estos mecanismos 
de rendición de cuentas externos para autoridades que tienen una 
función reguladora, tanto a nivel local como federal, a fin de que, por 
un lado, se mejore la capacidad institucional y el desempeño de estas 
autoridades y, por el otro lado, se logre continuar con la consolidación 
de una política regulatoria que impulse la competencia. 

En México Evalúa creemos que el éxito de la política regulatoria no 
sólo depende de reducir cargas administrativas, sino de que se cum-
plan resultados de política pública y para ello es necesario crear los 
mecanismos de evaluación para que exista una política regulatoria 
más efectiva.
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